PROYECTO DE LEY

El Senado y La Honorable Cámara de Diputados sancionan con fuerza de:

LEY

ARTICULO 1º: Créase el “Programa de Lucha Contra la Violencia de Género y la Violencia Familiar en la Policía de la Provincia de Buenos Aires”.
ARTICULO 2°: El Programa tendrá por objeto la apertura de al menos una Comisaria de la Mujer y la Familia por cada municipio de la Provincia, en el marco de lo dispuesto por la Resolución 667/06 del Ministerio de Justicia y Seguridad de la Provincia de Buenos Aires.

ARTICULO 3°: En los municipios de más de 300.000 habitantes se deberán poner en funcionamiento al menos dos Comisarías de la Mujer y la Familia y en los que superen los 500.000 habitantes, al menos tres.
ARTÍCULO 4°: Las Comisarías de la Mujer y la Familia tendrán como misión el desarrollo de tareas de prevención, atención, contención y derivación de las víctimas de la violencia familiar y de abuso sexual. 
ARTICULO 5°: Para garantizar el cumplimiento de lo previsto en el artículo anterior, deberán contar con la asistencia de un equipo interdisciplinario, tal como lo prevé el Protocolo de Organización y Funcionamiento de los Equipos Interdisciplinarios para la Atención de Víctimas de Violencias de Género, en la Resolución 58/12 Anexo I de la Dirección General de Coordinación de políticas de género, dependiente del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Bs. As.
ARTICULO 6°: Las Comisarias de la Mujer y la Familia deberán funcionar en un edificio propio. En ningún caso podrán funcionar en las instalaciones de la Comisaria local.
ARTICULO 7°: Se deberá garantizar que cada Comisaria de la Mujer y la Familia disponga de al menos un móvil para el cumplimiento de sus funciones.

ARTICULO 8°: La Comisaria de la Mujer y la Familia, o al menos una en el caso de que haya más de una,  deberá estar ubicado en la cabecera del Partido, a menos que el gobierno municipal proponga otra ubicación.

ARTICULO 9°: En función de lo dispuesto en el artículo anterior y en el marco del Programa se podrán realizar convenios entre la Autoridad de Aplicación y los municipios, quienes podrán otorgar en comodato terrenos o inmuebles para que funcionen las Comisarias de la Mujer y la Familia.     

ARTICULO 10°: El Programa tendrá una implementación progresiva conforme el  cronograma que establezca la reglamentación. Dicho cronograma, no podrá tener una extensión mayor de dos años contados desde la promulgación de la presente.

ARTICULO 11º: Autorizase al Poder Ejecutivo Provincial a realizar las modificaciones presupuestarias que resulten necesarias para el cumplimiento de la presente Ley.
ARTICULO 12º: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
FUNDAMENTOS
Los 30 años ininterrumpidos de vida democrática en el país, hecho inédito en nuestra historia política, ha permitido el avance y consolidación de muchos derechos que por décadas estuvieron en discusión.

Sin duda los derechos constitucionales denominados de “primera generación”, son una conquista definitiva para el pueblo argentino. Pero a partir de ahí es mucho el camino que aún falta recorrer.
Nadie discute que los llamado de “tercera generación”, como los previstos en los artículos 41 y 43 de la Constitución reformada en el año 1994 (como los de vivir en un ambiente sano) están lejos de garantizarse, pero se presume que los de segunda, como los establecidos en el artículo 14bis,  son hoy una realidad fehaciente.

Sin embargo a poco de investigar, y sin que esto pretenda ser un tratado sobre cumplimiento constitucional, encontramos que aún faltan muchos derechos por garantizar su aplicación.
Si nos detenemos en el postulado de “igual salario por igual trabajo” es fácil observar lo lejos que está de cumplirse. Podrá haber muchas formas de abordarlo pero desde el punto de vista de las diferencias salariales entre los hombres y las mujeres por realizar la misma tarea es todavía mucho lo que hay que trabajar para eliminarlas.
Esa discriminación, ya aceptada y en estado de lenta corrección, es la punta de un iceberg sobre los abusos y otras formas de violencia que  muchas mujeres y muchos de los miembros más vulnerables de la sociedad, como niños y ancianos, tienen que vivir cotidianamente. Por lo que generar políticas y normas modernas que luchen contra esos flagelos es uno de los mayores desafíos de esta época.
Hoy nos encontramos con mayor información cotidiana sobre casos de violencia contra mujeres o de abuso familiar, pero ello no está indicando que se trata de problemas nuevos. Lo que ocurre, es que lentamente se van incremento las denuncias sobre abusos y esto permite poner sobre el tapete con mayor claridad un conflicto de larga data.

Inclusive los medios de comunicación se van adaptando a este nuevo estado de cosas y comienzan a llamar los hechos por su nombre (lo que tiene gran repercusión social), están adecuando la forma de informar y la forma de titular cuando en vez de “crimen pasional” hablan de “femicidio” 

Pero lo que esta mayor información revela es estamos ante un problema de enorme dimensión, sólo en el año 2012 se denunciaron 5 casos de femicidio por semana.

Naturalmente una de las dificultades más grandes que se encuentra para disminuir el conflicto es lograr que la mujer realice la denuncia, ya que debe dirigirla contra su pareja o ex pareja muchas veces padre de sus hijos.
La dificultad está implícita en el temor de complicarle la vida o el trabajo a su pareja, o el temor  a las represalias de este, más aun en comunidades chicas donde el policía que toma la denuncia es amigo del victimario.

No ayudan tampoco los prejuicios sociales, ya que no son pocos los que  afirman que este es un problema “de pobres”, cosa naturalmente falsa, pero que ha impedido en un mayor porcentaje a mujeres de sectores medios y medios altos a reaccionar como es debido.

La violencia no se ejerce sólo en el hogar, aunque ahí se dan los casos más extremos, en el ámbito laboral también se producen hechos de este tipo permanentemente, que se dan en la necesidad de aceptar las exigencias de abuso del jefe para conseguir o mantener un trabajo.  
Naturalmente las ya mencionadas diferencias salariales entre hombres y mujeres por hacer el mismo trabajo es otra forma de violencia, pero su solución debe ser materia de otras normas. 
Más complicado aún, ha sido visualizar los casos de violencia familiar. Ocultos tras el prejuicio de que el hogar es el sitio más seguro para criarse, y la dificultad para asumir como sociedad que estamos inmersos en situaciones difíciles de aceptar, los abusos que tienen lugar entre miembros de una familia no se reconocían  como un problema cotidiano.

Seguramente las denuncias sobre cuestión de género aceleraron el proceso integralmente, y se pudo ver sin ocultamientos que además de la mujer, los niños y los ancianos debían ser tenidos como miembros vulnerables de la sociedad a los que había  que prestar atención.

Las consecuencias de este conflicto es tal que las personas sometidas a situaciones de violencia familiar presentan un debilitamiento de sus defensas físicas y psicológicas, se deteriora su salud y se pierde la autoestima. 

Muchos padecen de depresión o enfermedades psicosomáticas, y deseo de morir, con disminución marcada de su rendimiento laboral. En los niños y 
adolescentes aparecen: problemas de aprendizaje, trastornos de la 
conducta y problemas interpersonales. Los niños que fueron víctimas de 
violencia o que se criaron dentro de este contexto, tienden a 
reproducirlas en sus futuras relaciones.

La violencia puede estar dirigida a distintos integrantes de la 
familia, la pareja, hijos o padres. Siendo como ya dijimos los ancianos y discapacitados los más vulnerables.
Lo primero que salta a la vista es la necesidad de contar con instrumentos idóneos para facilitar las denuncias. Ese es el objetivo fundamental de este proyecto, pretendemos que las condiciones para realizar las denuncias sean lo más amigables posible con las víctimas y que los sitios para llevarlas a cabo, sean accesibles.

Lo segundo que  hay que decir es que no es un proyecto aislado en la lucha por erradicar la violencia de género y la violencia familiar.
En los últimos años se han sancionado una serie de normas que van en este sentido. 

Por un lado la Convención Interamericana de Belem do Pará para prevenir, sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer, ratificada por la Argentina mediante Ley Nro.24.632/96.

Luego la ley nacional 26.485 del 2009, destinada a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales, y tiene por objeto, entre otros garantizar, la eliminación de la discriminación entre mujeres y varones en todos los órdenes de la vida; el derecho de las mujeres a vivir una vida sin violencia; y crear las condiciones aptas para sensibilizar y prevenir, sancionar y erradicar la discriminación y la violencia contra las mujeres en cualquiera de sus manifestaciones y ámbitos. 

La norma crea luego los institutos para facilitar el cumplimiento de esos derechos y garantías.

La Provincia de Buenos Aires sancionó anteriormente, en 2005, la Ley 12569, modificada por la ley 14509,  sobre violencia familiar, entendida por la ley como  toda acción, omisión, abuso, que afecte la vida, libertad, seguridad personal, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica  patrimonial, de una persona en el ámbito del grupo familiar, aunque no configure delito. 

Creando  luego los institutos para hacer posible el acceso a la justicia seguro y 
amplio.
Estas normas más allá de las correcciones que puedan hacerse, han ido creando un marco jurídico para facilitar la aplicación de políticas preventivas  y progresivamente combatir la violencia familiar y de género.
En ese espíritu el entonces Ministerio de Seguridad y Justicia de la Provincia crea por Resolución 667/06 las Comisarias de la Mujer y la Familia, decisión que compartimos y acompañamos.

Creímos desde un principio que son un instrumento importante facilitador del objetivo primario que es que las denuncias se hagan efectivas. 
Para ello como ya fue dicho, es necesario encontrarse con un ambiente amigable y cercano a las víctimas, ya que, insistimos, la denuncia de casos de abusos y violencia ejercida por un familiar, es difícil de llevarse a cabo por una serie de cuestiones intersubjetivas que juegan un rol negativo en el momento en que la mujer o el miembro de la familia agredido realiza la denuncia.
Estas comisarias especializadas generan por su propia especificidad las condiciones para que las victimas se acerquen y se sientan respaldadas por la autoridad a la hora de dar un paso tan drástico en sus vidas, de ahí la exigencia de contar con un edificio propio propuesto en el artículo 6°.

Lo cierto es que más allá de que las denuncias por violencia familiar deben ser recibidas en forma obligatoria en todas las comisarías, las condiciones para facilitar que la víctima se acerque se dan cuando la comisaria es específica, dirigidas por oficiales mujeres y con condiciones de atender y entender adecuadamente al denunciante. 

Esas cuestiones no se dan en una oficina especial dentro de una comisaria común, ya que el sólo hecho de atravesar las instalaciones que tanto temor generan desmotivan a muchas víctimas a seguir adelante.

Este proyecto pretende por un lado, que quede establecido por ley a través del  “Programa de Lucha Contra la Violencia de Género y la Violencia Familiar en la Policía de la Provincia de Buenos Aires” la creación de las Comisarias de la Mujer y la Familia y que su existencia no dependa de lo establecido por una Resolución Ministerial, y por otro lado, que cada Municipio de la Provincia cuente con al menos una de ellas por las consideraciones realizadas en el párrafo anterior.
Al momento de presentar el proyecto se han creado 68 Comisarias de la Mujer, instaladas en 67 municipios, por lo que aún restan crear muchas más.
Creemos que hay una relación directa entre el incremento de las denuncias y el funcionamiento de estas Comisarias. Sólo en el año 2013 se registraron, según datos de la Dirección de Coordinación de Políticas de Genero del Ministerio de Seguridad, la cifra record de 120.648 denuncias por violencia familiar y 4.329 por abuso sexual. Este incremento en el número de denuncias ha sido incesante y en buena medida se han dado en las Comisarias de la Mujer, por lo que es a todas luces  imprescindible su presencia a lo largo y ancho del territorio bonaerense.
Conscientes del costo que implica esta propuesta proponemos una participación activa de los gobiernos municipales, no sólo opinando sobre la ubicación de las Comisarias sino además colaborando con  espacios otorgados en comodato para el funcionamiento de las mismas.  

Lo previsto en el artículo 8° tiene por objeto garantizar un fácil acceso a las comisarias, más la cercanía a otras dependencias de seguridad y justicia provinciales, por lo que sólo con opinión contraria del municipio que proponga una ubicación más adecuada, se ubicarán en las cabeceras de partido.
Las condiciones planteadas en los artículos 5° y 7° tienen el propósito de brindar herramientas para que pueda garantizarse que el objeto para las que estas Comisarias fueron creadas sea cumplido. Hoy muchas de ellas no cumplen sus funciones adecuadamente por la falta de personal profesional, o la falta de un móvil. 

Seguramente aún nos queda mucho por sumar a lo que se viene haciendo para garantizar que todos los derechos constitucionales se cumplan cabalmente, pero no tenemos dudas que lo propuesto en este proyecto avanza decididamente en ese sentido. 
Por estas consideraciones solicitamos a los Sres. Legisladores la aprobación del presente proyecto.

